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SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de julio de 2017. 

Telemundo of Puerto Rico Studios, LLC, (parte peticionaria o 

Telemundo) comparece ante nos con el fin de solicitar la revisión de la 

Resolución2 emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (TPI), mediante la cual fueron resueltas la Moción de Desestimación 

para Compeler Arbitraje, instada por Telemundo y su Oposición, 

presentada por el Sr. Julio L. Ortiz Miranda (señor Ortiz o recurrido). En 

la referida Resolución el foro primario determinó: 

No Ha Lugar a la solicitud de Desestimación por falta 
de jurisdicción sobre la materia, ya que el alegado contrato 

de arbitraje no está firmado por el empleado. 
 
 En desacuerdo con tal determinación, la parte peticionaria 

interpuso el recurso de título el 10 de julio de 2017. Además, presentó el 

11 de julio de 2017, una Moción en Auxilio de Jurisdicción Solicitando 

Paralización de los Procedimientos, la cual declaramos No Ha Lugar. 

                                       
1 Mediante la Orden Administrativa TA-2017-128 se constituyó el Panel Especial I, para 

atender las peticiones de auxilio y asuntos urgentes presentados durante julio de 2017. 
2 La Resolución fue emitida el 27 de junio de 2017 y notificada el 30 del mismo mes y 

año. 
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Concedimos cinco (5) días al recurrido para exponer su posición en torno 

al recurso. Así, el señor Ortiz presentó Moción en Cumplimiento de Orden 

en Oposición a Petición de Certiorari. 

 Evaluados los argumentos de ambas partes, así como el derecho 

aplicable al pleito ante nuestra consideración, resolvemos. 

I. 

La controversia que nos ocupa dio inicio el 10 de marzo de 2017, 

cuando el señor Ortiz instó una Querella en contra de Telemundo, en la 

que alegó que trabajó para Telemundo desde el 22 de julio de 1988 hasta 

el 11 de noviembre de 2016, fecha en que fue despedido. El señor Ortiz 

alegó que su despido fue injustificado y en represalia, en violación a la 

Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 1976, según enmendada (Ley Núm. 80), 

29 LPRA sec. 185 et seq. y la Ley Núm. 115 del 20 de diciembre de 1991 

(Ley Núm. 115), 29 LPRA sec. 194 et seq. La Querella fue presentada en 

virtud del procedimiento sumario establecido en la Ley Núm. 2 de 17 de 

octubre de 1961, según enmendada (Ley Núm. 2), 32 LPRA sec. 3118 et 

seq. 

Telemundo contestó la Querella el 20 de marzo de 2017 y alegó 

que el despido del señor Ortiz fue justificado ya que éste había incurrido 

en reiteradas violaciones a las políticas de la compañía, que demostró 

crasa negligencia y falta de interés en el desempeño de sus 

responsabilidades y funciones a pesar de habérsele brindado 

oportunidades para mejorar su comportamiento. La parte peticionaria 

expuso la falta de jurisdicción como defensa afirmativa, debido a que el 

recurrido está obligado por un acuerdo de mediación y arbitraje para 

que, en dicho proceso, pueda hacer su reclamación. 

La parte peticionaria interpuso una Moción de Desestimación para 

Compeler Arbitraje, en la que expuso que la Querella debía ser 

desestimada en su totalidad por falta de jurisdicción sobre la materia en 

vista de un acuerdo de arbitraje compulsorio existente entre el recurrido 

y Telemundo. El señor Ortiz presentó Oposición a Moción de 
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Desestimación para Compeler Arbitraje, en la que alegó que el  

procedimiento de arbitraje en el cual Telemundo apoya su alegación de 

falta de jurisdicción, además de ser prueba de referencia, demuestra la 

ausencia de consentimiento y causa, elementos, por lo que no existe un 

contrato de arbitraje válido entre las partes. 

Así las cosas, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de 

desestimación, mediante la Resolución aquí recurrida. Inconforme con el 

dictamen del foro primario, Telemundo señala en el recurso que nos 

ocupa el siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al denegar la 
solicitud de desestimación por falta de jurisdicción sobre la 

materia, debido a que el acuerdo de arbitraje entre las partes 
no está firmado por el recurrido. 

 
II. 

A. 

El auto de Certiorari es el vehículo procesal que permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016); 

García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón Mendoza, 149 

DPR 630, 637 (1999). Su principal característica se asienta en “la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su expedición 

y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 

(2012).   

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende la 

revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el foro de 

primera instancia en el transcurso y manejo del caso.  Distinto al recurso 

de apelación, el tribunal al que se recurre mediante certiorari tiene 

discreción para atender el asunto planteado, ya sea expidiendo el auto o 

denegándolo.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 

(2011); Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913 (2009); García v. Padró, 165 

DPR 324, 334 (2005).   
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La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1, dispone que:   

[…] El recurso de Certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 
Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por 

el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 

o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  
Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos 

casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión.      

 
La referida Regla va dirigida a evitar la revisión judicial de aquellas 

órdenes o resoluciones que demoran el proceso innecesariamente, ya que 

pueden esperar a ser revisadas una vez culminado el mismo, uniendo su 

revisión al recurso de apelación.  Rivera v. Joe’s European Shop, 183 DPR 

580, 593-594 (2011).    

Aun cuando un asunto esté comprendido dentro de las materias 

que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1, supra, para poder 

ejercer debidamente nuestra facultad revisora sobre un caso es menester 

evaluar si, a la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, se justifica nuestra intervención, pues distinto al 

recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para expedir el auto 

de Certiorari.  Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999).   

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 

asuntos que nos son planteados mediante el recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40, señala los criterios que para ello debemos considerar.  Éstos 

son:  

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
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B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.  
D.  Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

   
Un Certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido.  Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, 

a la luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere 

nuestra intervención. De no ser así, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado, de manera que se continúen los 

procedimientos del caso sin mayor dilación en el foro de primera 

instancia. 

B. 

La Ley Núm. 2, supra, provee un mecanismo procesal sumario 

mediante el cual el obrero o empleado puede reclamar a su patrono 

cualquier derecho o beneficio, o cualquier suma por concepto de 

compensación por trabajo o labor realizados para dicho patrono, o por 

compensación en caso de que dicho obrero o empleado hubiere sido 

despedido de su empleo sin causa justificada.  Sec. 1 de la Ley Núm. 2, 

supra, 32 LPRA sec. 3118. Esta medida persigue proteger el empleo, 

desalentar el despido sin justa causa y proveer al obrero despedido 

recursos económicos entre un empleo y otro.  Vizcarrondo Morales v. 

MVM, Inc., 174 DPR 921, 928 (2008); Ruiz v. Col. San Agustín, 152 DPR 

226, 231 (2000).  

Dada su naturaleza sumaria, la Ley Núm. 2, supra, establece unos 

términos más cortos que los provistos para los procedimientos 

ordinarios. Ello, para facilitar la rapidez y celeridad en la tramitación y 
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adjudicación de este tipo de procedimiento, de forma tal que estos sean 

lo menos onerosos para los empleados. Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 

494, 504 (2003); Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483, 

492 (1999). 

En Rivera v. Insular Wire Products, Corp. 140 DPR 912 (1996), 

nuestro Tribunal Supremo demarcó el carácter especial de la Ley Núm. 

2, supra, al expresar que: 

Para lograr estos propósitos, y tomando en consideración la 
disparidad económica entre el patrono y el obrero, y el hecho 

de que la mayor parte de la información sobre la reclamación 
salarial está en poder del patrono, el legislador estableció: 
(1) términos cortos para la contestación de la querella 

presentada por el obrero o el empleado; (2) criterios para la 
concesión de una sola prórroga para contestar la querella; 
(3) un mecanismo para el emplazamiento del patrono 

querellado; (4) el procedimiento para presentar defensas y 
objeciones; (5) criterios para la aplicación de las Reglas de 

Procedimiento Civil; (6) una limitación específica sobre el 
uso de los mecanismos de descubrimiento de prueba; (7) 
una prohibición específica de demandas o reconvenciones 

contra el obrero o empleado querellante; (8) la facultad del 
Tribunal para dictar sentencia en rebeldía cuando el patrono 

querellado no cumpla con los términos provistos para 
contestar la querella, y (9) los mecanismos para la revisión 
y ejecución de la sentencia y el embargo preventivo". 

(Énfasis nuestro).  
 

De esta manera, la Ley Núm. 2, supra, establece que se aplicarán 

las Reglas de Procedimiento Civil a los trámites al amparo de dicho 

estatuto en todo aquello que no esté en conflicto con las disposiciones 

específicas de las mismas o con el carácter sumario del procedimiento 

establecido.  32 LPRA sec. 3120.  Por tal razón, el Tribunal Supremo 

precisó que para resolver si determinado trámite ordinario dispuesto por 

las Reglas de Procedimiento Civil puede o no aplicar al procedimiento 

sumario de las reclamaciones laborales, hay que examinar si la regla 

procesal civil concernida resulta conflictiva o contraria a alguna 

disposición específica de la ley especial, y con el carácter sumario del 

procedimiento. Aguayo Pomales v. R & G Mortgage, 169 DPR 36 (2006).  

Nuestro más Alto Foro ha determinado que en los casos que una 

parte solicite la revisión de una resolución interlocutoria emitida por un 

tribunal de primera instancia dentro de un procedimiento sumario al 
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amparo de la Ley Núm. 2, deberá esperar hasta la sentencia final para 

instar contra ella el recurso pertinente a base del alegado error cometido.  

Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra, pág. 497.  Este mandato 

responde al propósito legislativo de la Ley Núm. 2, de acelerar los 

procesos que diluciden cuestiones laborales.  La política pública detrás 

de esta ley persigue facilitar la resolución de los pleitos laborales de 

manera expedita, de modo que estas sean lo menos onerosa posible para 

los trabajadores.  Aguayo Pomales v. R & G Mortg., 169 DPR 36, 43 

(2006); Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra.  Para lograr este 

objetivo, la propia Ley Núm. 2, ha establecido los términos bajos los 

cuales se tramitarán las acciones instadas bajo la norma. Por tal motivo, 

las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico solo serán aplicables al 

procedimiento sumario en todo aquello que no esté en conflicto con las 

disposiciones específicas de la misma o con el carácter sumario del 

procedimiento. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra, pág. 

493.  Es decir, cuando un pleito es incoado bajo un procedimiento 

especial, se evalúa también la procedencia del recurso a la luz del 

estatuto habilitador. Medina Nazario v. McNeil Healthcare, LLC, 194 DPR 

723, 730 (2016). 

Nuestro Máximo Foro ha puntualizado que ante un procedimiento 

sumario al amparo de la Ley Núm. 2, el foro apelativo debe abstenerse 

de revisar las resoluciones interlocutorias emitidas por el Tribunal de 

Instancia dentro de dicho procedimiento sumario, pues las mismas 

deberán ser impugnadas una vez el foro primario emita una sentencia 

definitiva y la parte acuda al foro apelativo mediante el recurso 

correspondiente. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra, Aguayo 

Pomales v. R & G Mortg., supra; Ruiz v. Col. San Agustín, supra.  No 

obstante, esta norma de revisión no es absoluta y podrá ceder en aquellos 

casos en que el tribunal primario haya emitido sin jurisdicción una 

resolución interlocutoria en un procedimiento sumario instado al 

amparo de la Ley Núm. 2, y en aquellos casos extremos en los cuales los 
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fines de la justicia requieran la intervención del foro apelativo.  Alfonso 

Brú v. Trane Export, Inc., 155 DPR 158, 171 (2001); Ruiz v. Col. San 

Agustín, supra.   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido casos extremos 

como aquellos casos en que la revisión inmediata, en esta etapa, 

disponga del caso, o su pronta disposición, en forma definitiva o cuando 

dicha revisión inmediata tenga el efecto de evitar una grave injusticia. 

Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra, a la pág. 498.   

C. 

Es principio establecido que los contratos son negocios jurídicos 

que existen desde que concurren los requisitos de consentimiento, objeto 

y causa y desde ese momento producen obligaciones que tienen fuerza 

de ley entre los contratantes. Arts. 1213 y 1044 del Código Civil, 31 LPRA 

secs. 3391 y 2994; Master Concrete Corp. v. Fraya, S.E., 152 DPR 616, 

625 (2000). La validez del consentimiento y del contrato en que el mismo 

fue presentado se presume.  Unisys Puerto Rico, Inc. v. Ramallo Brother 

Printing Inc., 128 DPR 842, 853 (1991).   

Una vez las partes pactan que el método apropiado para resolver 

sus disputas es el arbitraje, ese acuerdo es obligatorio para los 

contratantes y los tribunales tienen que respetar el mismo, a menos que 

exista justa causa para obviarlo o sea contrario a una clara política 

pública. Pagán v. Fund. Hosp. Dr. Pila, 114 DPR 224, 234 (1983).   

La Ley Federal de Arbitraje, 9 U.S.C.A. secs. 1 y ss., establece una 

política federal a favor del procedimiento de arbitraje. Esta legislación 

aplica a los contratos en el comercio interestatal y establece que las 

cláusulas de arbitraje en esos contratos son válidas, irrevocables y 

mandatarias, a menos que existan fundamentos para dejar sin efecto los 

contratos. 9 U.S.C.A. sec. 2; World Films, Inc. v. Paramount Pict. Corp., 

125 DPR 352, 357 (1990).   

Una vez se pacta el arbitraje, los tribunales tienen que cumplir con 

ese convenio y, a petición de parte, suspender el proceso judicial hasta 
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que concluya el proceso de arbitraje pactado, excepto que quien solicite 

la paralización no esté impedido de reclamar su cumplimiento. 9 

U.S.C.A. sec. 3. Esta ley aplica a los tribunales federales y estatales y 

cualquier duda sobre el alcance de las controversias que pueden ser 

llevadas a arbitraje debe resolverse a favor del arbitraje. PaineWebber, 

Inc. v. Soc. de Gananciales, 151 DPR 307, 312 (2000).   

Asimismo, en Puerto Rico existe una fuerte política que favorece el 

arbitraje como método de solución de disputas. Municipio Mayagüez v. 

Lebrón, 167 DPR 713, 721 (2006). Esta política pública se fundamenta 

en el interés del Estado de facilitar la solución de disputas por vías más 

rápidas, flexibles y menos onerosas para las partes que el procedimiento 

en los tribunales porque se eliminan las dilaciones causadas por el alto 

grado de tecnicismo de los procesos judiciales. Véase, Vélez v. Serv. 

Legales de P. R., Inc., 144 DPR 673, 682 (1998).   

En nuestra jurisdicción, la Ley de Arbitraje de Puerto Rico, Ley 

Núm. 376 de 8 de mayo de 1951, 32 LPRA secs. 3201-3229, regula el 

procedimiento de arbitraje contractual o comercial. En su Artículo 1, 32 

LPRA sec. 3201, dispone lo siguiente:   

Dos o más partes podrán convenir por escrito en someter a 

arbitraje, de conformidad con las disposiciones de este 
capítulo, cualquier controversia que pudiera ser objeto de 

una acción existente entre ellos a la fecha del convenio de 
someter a arbitraje; o podrán incluir en un convenio por 
escrito una disposición para el arreglo mediante arbitraje de 

cualquier controversia que en el futuro surgiere entre ellos 
de dicho acuerdo o en relación con el mismo. Tal convenio 
será válido, exigible e irrevocable salvo por los fundamentos 

que existieran en derecho para la revocación de cualquier 
convenio.   

  
El arbitraje contractual puede surgir de una cláusula accesoria a 

un convenio principal mediante la cual las partes pactan someter a 

arbitraje sus diferencias futuras o de un contrato escrito para dilucidar 

una controversia existente. Rivera v. Samaritano & Co., Inc., 108 DPR 

604, 608 (1979).   

El arbitraje es una figura jurídica inherentemente contractual que, 

por su naturaleza convencional, sólo se puede exigir cuando se ha 
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pactado por escrito. H.R., Inc. v. Vissepo & Diez Const. Corp., 190 DPR 

597 (2014); S.L.G. Méndez-Acevedo v. Nieves Rivera, 179 DPR 359, 367 

(2010). “El arbitraje puede ser obligatorio o voluntario.” Aquino González 

v. A.E.E.L.A., 182 DPR 1, 20 (2011). El arbitraje obligatorio es aquel 

ordenado o requerido por ley, mientras que el arbitraje voluntario es por 

voluntad de las partes. Id.   

Un tribunal no debe vulnerar un acuerdo y decidir por sí mismo 

una disputa arbitrable cuando los contratantes han convenido que un 

tipo particular de disputa sea resuelta por medio del arbitraje, en lugar 

de la litigación judicial.  U.C.P.R. v. Triangle Engineering Corp., 136 DPR 

133 (1994).  En casos en que expresamente se ha pactado un convenio 

de arbitraje, un tribunal no puede relevar a una parte de cumplir con lo 

que se obligó a hacer mediante contrato cuando el contrato es legal y 

válido y no contiene vicio alguno.  Id.; Olazábal v. U.S. Fidelity, 103 DPR 

448 (1975).  Así pues, un tribunal sólo puede declarar la nulidad del 

arbitraje bajo las mismas circunstancias en que se declararía la nulidad 

de los contratos, según lo dispuesto por los Artículos 1252 y 1253 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA secs. 3511-3512.   

Una vez pactado el arbitraje, los tribunales tienen que cumplir con 

lo convenido y, a solicitud de parte, suspender el proceso judicial hasta 

que concluya el proceso de arbitraje pactado, excepto que quien solicite 

la paralización no esté impedido de reclamar su cumplimiento.  9 USCA 

sec. 3.  A tenor con el referido estatuto federal y su jurisprudencia 

interpretativa, cualquier duda sobre el alcance de las controversias que 

pueden ser llevadas a arbitraje debe resolverse a favor del 

arbitraje.  PaineWebber, Inc. v. Soc. de Gananciales, 151 DPR 307 

(2000).  

En Méndez Acevedo v. Nieves Rivera, 179 DPR 359 (2010), nuestro 

más alto foro judicial sostuvo que para que un tribunal ordene el 

arbitraje será necesario que se cumplan tres requisitos, a saber: (1) que 

las partes hayan pactado el arbitraje, (2) que el acuerdo de arbitraje sea 
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amplio, (3) que no circunscriba la intervención de los árbitros a 

controversias claramente definidas.  Id.  Por ende, una vez las partes 

pactaren resolver sus controversias mediante arbitraje corresponde a los 

jueces determinar si la Cláusula de Arbitraje pactada entre las partes es 

taxativa, o si es lo suficientemente amplia como para permitir que una 

controversia en torno a la validez o existencia del contrato principal, sea 

adjudicada por los árbitros.  Id.  Dicho análisis debe realizarse teniendo 

en cuenta que la presunción a favor del arbitraje aplica con mayor fuerza 

en los casos en que los pactos de arbitraje son suficientemente 

amplios.  Id.  

III. 

En el caso ante nuestra consideración, la parte peticionaria arguye 

que tanto la Federal Arbitration Act como la jurisprudencia del foro 

federal, aplicable a los acuerdos de arbitraje en Puerto Rico, exige que 

los acuerdos de arbitraje estén por escrito; pero no requieren que estén 

firmados. Telemundo afirma que en este caso el señor Ortiz acusó recibo 

electrónicamente de la política de “Solutions SPB and Below – Puerto 

Rico NBCU Exempts” (“Solutions”), el 17 de agosto de 2009, la cual fue 

notificada por escrito y establece un procedimiento alterno para la 

resolución de disputas en el empleo. La parte peticionaria alega que, en 

dicha fecha, el señor Ortiz revisó y aceptó la política de “Solutions” a 

través de un curso provisto por la vía electrónica y que, además, acordó 

con la Compañía que, de surgir cualquier disputa relacionada a su 

empleo, la misma tendría que ser sometida internamente en la Compañía 

y, de no lograr una resolución, mediante mediación privada y arbitraje 

compulsorio. 

La parte peticionaria arguye que, a pesar de que el acuerdo de 

arbitraje no está firmado por el recurrido, para que un empleado esté 

obligado por un acuerdo de arbitraje, no es necesario que éste haya 

firmado el documento de la política de arbitraje compulsorio. Plantea que 

es suficiente con que el empleado haya recibido y reconocido la política 
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de arbitraje de la Compañía para estar obligado por la misma. Telemundo 

razona que procedía que el TPI desestimara la Querella para que el 

recurrido sometiera su reclamación ante el proceso de mediación y 

arbitraje convenido libremente entre las partes. Solicita que este tribunal 

reconozca la efectividad y validez del proceso de arbitraje acordado entre 

las partes para la solución de todas las controversias que surgieron de 

la relación de trabajo del recurrido con Telemundo y, en consecuencia, 

revoquemos la Resolución emitida o que se ordene la celebración de una 

vista evidenciaria para determinar si el TPI tiene jurisdicción sobre la 

materia presentada por el recurrido. 

Por su parte, el recurrido expone que, en la solicitud de 

desestimación presentada por Telemundo, no existe ningún documento 

o prueba admisible que certifique que, en efecto, éste revisó la política y 

acordó someter cualquier disputa a mediación y arbitraje. Señala que, 

en este caso, no se trata de una cláusula de arbitraje incluida en un 

contrato de empleo o en un convenio colectivo, sino que se trata de una 

política de resolución de disputas que presuntamente consintió vía 

electrónica el 17 de agosto de 2009, cuando ya llevaba 11 años como 

empleado de Telemundo. El señor Ortiz alega que el documento incluido 

como Exhibit A-3, en la moción de desestimación de Telemundo es una 

versión dos años posterior a la política que se alega que recibió, por lo 

que no puede ser la misma que presuntamente revisó.  

El recurrido plantea que para que la cláusula de arbitraje sea 

válida, tiene que constar por escrito, poseer los elementos de 

consentimiento, objeto y causa, y no puede ir contra la moral, la ley, ni 

el orden público. Sostiene el recurrido que nunca tuvo ante su 

consideración el Acuerdo de Arbitraje invocado por Telemundo como 

fundamento para solicitar la desestimación de la Demanda. Añade que 

los documentos sometidos por Telemundo para sostener su posición, son 

meras formas que alegadamente surgen de un sistema computadorizado 

de adiestramiento, pero no hay un solo documento que valide 
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fehacientemente que haya recibido orientación sobre la Política de 

Arbitraje y que alguien le explicara el contenido, significado y alcance de 

la misma. Señala, que, en vista de lo anterior, el alegado Acuerdo de 

Mediación y Arbitraje invocado por Telemundo para solicitar la 

desestimación de la demanda es nulo y, en consecuencia, el tribunal 

tiene jurisdicción para atender en sus méritos la reclamación. 

Evaluados los argumentos de las partes, así como los documentos 

incluidos en el apéndice del recurso, y de conformidad con la normativa 

jurídica antes esbozada, entendemos que, las circunstancias 

particulares en este caso, requieren nuestra intervención. Esto, debido a 

que el asunto medular planteado es la falta de jurisdicción del tribunal 

por la alegada existencia de un Acuerdo de Arbitraje entre las partes. 

Veamos. 

En la Resolución recurrida, el foro primario determinó declarar no 

ha lugar la solicitud de desestimación por falta de jurisdicción y basó su 

determinación en el hecho de que “el alegado contrato de arbitraje no 

está firmado por el empleado”. No obstante, el propio recurrido reconoce 

en su Alegato que “Telemundo se limitó a alegar la existencia de un 

Acuerdo de Arbitraje, pero no incluyó evidencia admisible alguna que 

pusiera al TPI en posición de dirimir si en realidad existió o no el 

Alegado Acuerdo de Arbitraje.” (Énfasis nuestro).  

Como es sabido, la jurisdicción es el poder o autoridad que ostenta 

un tribunal para decidir casos o controversias. Peerles Oil & Chemical v. 

Hnos. Torres, 186 DPR 239 (2012); S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 

182 DPR 675, 682 (2011).  La falta de jurisdicción de un tribunal incide 

directamente sobre el poder mismo para adjudicar una controversia. 

Peerles Oil & Chemical v. Hnos. Torres, supra; Souffront v. A.A.A., 164 

DPR 663, 674 (2005). Por ello, las cuestiones relativas a la jurisdicción 

de un tribunal son privilegiadas y como tal deben atenderse y resolverse 

con preferencia a cualesquiera otras. Peerles Oil & Chemical v. Hnos. 

Torres, supra. 
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Por tanto, luego de examinar los documentos sometidos por la 

parte peticionaria en su solicitud de desestimación, entendemos que 

éstos, por sí solos, eran insuficientes para determinar si se formalizó o 

no un Acuerdo de Arbitraje entre las partes, por lo que concluimos que 

el foro primario incidió en su determinación por el fundamento de que el 

acuerdo no estaba firmado por el recurrido. En consideración a que en 

Puerto Rico existe una fuerte política que favorece el arbitraje como 

método de solución de disputas, entendemos que la situación planteada 

ante el foro primario ameritaba la celebración de una vista evidenciaria 

a los fines de aclarar el hecho medular sobre la existencia del Acuerdo 

de Arbitraje entre las partes y, a su vez, el transcendental asunto sobre 

la jurisdicción del tribunal. 

IV. 

Por lo antes consignado, se expide el auto solicitado. En 

consecuencia, se revoca el dictamen recurrido y se devuelve el caso al 

foro primario para que celebre una vista de conformidad con los 

pronunciamientos que aquí hemos formulado. 

Notifíquese inmediatamente.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 


